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			Presentación1

			Este es un ensayo sobre la economía política del Perú republicano, desde los tiempos de la Independencia hasta los meses previos a la elección de 2026. No es un texto de historia política ni de historia económica, sino sobre cómo la política produjo las políticas económicas y cómo estas —junto con la economía— han interactuado mutuamente con la política. Ciertamente, no es una historia de cuerdas separadas.

			¿De dónde venimos y hacia dónde vamos en estos poco más de doscientos años de República? Un balance puede hacerse a partir de los avances como nación tanto en el diseño y funcionamiento de instituciones políticas inclusivas, como en las instituciones económicas inclusivas. Las decisiones que fue tomando nuestra clase política desde el poder, interactuando con la sociedad —dentro de nuestra débil democracia—, nos han traído, luego de más de dos siglos de República, hasta el mismo nivel de desarrollo relativo que cuando nació. ¿Podrá el Perú romper sus ataduras y desarrollarse en las próximas décadas?

			El Perú ha tenido doce constituciones políticas: ocho en ochenta años del siglo xix y cuatro en el siglo xx. En general, aunque con avances y retrocesos, estas muestran una trayectoria hacia más libertades políticas, civiles y económicas. Se puede decir que «el vaso se está llenando»: nos encontramos acaso a la mitad del camino de un proceso de desarrollo incierto, que aún no sabemos si llegará a buen puerto.

			La Constitución Política del Perú (1993), en un sentido muy amplio, contiene el diseño institucional de una democracia liberal, el rol de Estado en las políticas públicas y una economía de mercado funcionales al desarrollo económico. Sin embargo, el grado de desempeño de cada uno de estos componentes no es el de sus pares «desarrollados». Nuestra democracia adolece de problemas de representación, mientras que la economía de mercado enfrenta, en general, regulaciones imperfectas y servicios públicos de baja calidad. Las debilidades del sistema político se han reflejado cada vez con más fuerza en el Estado peruano. Este se ha convertido en una barrera que ralentiza el avance hacia un mayor desarrollo económico y social.

			En términos de Acemoğlu y Robinson (2019), ganadores del Premio Nobel de Economía 2024, para que la libertad se ejerza y las sociedades alcancen mayores niveles de bienestar, el Estado y la sociedad deben ser fuertes: «Un Estado fuerte es necesario para controlar la violencia, hacer cumplir la ley y proveer los servicios públicos que son críticos para alcanzar una vida en la que la gente pueda tomar sus decisiones y perseguir sus objetivos. Una sociedad fuerte y movilizada es necesaria para controlar y poner límites a un estado fuerte». Pero, en el Perú, ni el Estado ni la sociedad son tan fuertes como para retroalimentarse mutuamente; más bien, se han venido neutralizando.

			En el caso peruano, en lugar de estas fortalezas, tenemos debilidades en ambos frentes. El Estado ha establecido leyes desalineadas con la realidad nacional en esta etapa de su desarrollo económico y simplemente no puede hacerlas cumplir, salvo para una minoría del Perú moderno. Asimismo, con los niveles de calidad de los servicios educativos, de salud e infraestructura, no se avanza hacia una mayor eficiencia económica y de igualdad de oportunidades. Por otro lado, por su propia historia, la nación peruana no ha alcanzado niveles de cohesión social ni de movilización política suficientes como para cambiar el statu quo estatal o lograr una verdadera democracia institucional. Así, estamos atrapados al inicio del «corredor estrecho» de Acemoğlu y Robinson, es decir, no llegamos a recorrer ese equilibrio sumamente difícil de lograr —sin descarrilarse hacia alguna de sus orillas, el autoritarismo estatal o el caos social— entre un Estado fuerte y una sociedad cohesionada y organizada, pues carecemos de ambos. El crecimiento económico no es suficiente para lograr el desarrollo si no viene acompañado de instituciones sólidas e inclusivas, y viceversa.

			Finalmente, las coyunturas críticas, los contextos, son fundamentales porque determinan hasta dónde puede avanzarse en diversos aspectos, tanto económicos como políticos. La inestabilidad y las crisis en ambos frentes suelen retroalimentarse, mientras que los ciclos de bonanza y estabilidad también.

			Hablando sobre el último tramo de la República peruana, desde el primer semestre de 20162 las recurrentes crisis políticas y las disputas entre los poderes públicos, que continúan hasta hoy de diversas maneras y con diferentes actores, precisamente han terminado por afectar las perspectivas de crecimiento y por poner en duda si el Perú alcanzará un mayor desarrollo económico y social antes de cumplir —digamos— doscientos cincuenta años de independencia. ¿De qué depende que completemos el tramo —más largo que corto— que nos falta hacia un auténtico desarrollo? ¿Hacia dónde vamos realmente en las décadas por venir? Estas páginas son una reflexión al respecto.

		

	
		
			Introducción

			Con el fin del régimen virreinal y el proceso independentista (1821–1824), el Perú entró en una fuerte crisis económica. La guerra y la transición hacia la autonomía política agravaron un desempeño económico que ya era frágil desde décadas previas. Para entender las políticas públicas que marcaron el desarrollo del Perú desde su independencia, es clave revisar, paso a paso, cómo se fue administrando el poder y su relación con el desempeño económico. Luego de cerca de trescientos años de dominio virreinal, el relevo de poder desde los españoles hacia militares mestizos y civiles criollos difícilmente anunciaba cambios sustanciales en los primeros años de la República. Si la independencia fue impuesta por fuerzas extranjeras, ¿qué haríamos los peruanos con nuestro libre albedrío? Y si la independencia fue una conquista nuestra, ¿qué planes teníamos para el país? ¿Cuál era nuestra visión y cómo se fue desarrollando?

			En realidad, el proceso de la independencia habría sido una combinación de ambas fuerzas, lo que finalmente logró la expulsión del ejército realista. Luego de Bolívar, tuvimos una sucesión de caudillos militares durante cerca de cincuenta años. Y, haciendo una caricatura, el Congreso fue una mesa de partes para convalidar cada nuevo jefe del Estado peruano.

			Todo esto ocurrió en paralelo a una economía en declive: los ingresos tributarios fueron relativamente bajos3, la deuda pública aumentó debido a la campaña independentista y se produjo una pérdida de capital humano. Este proceso se inscribió en una trayectoria más larga de debilidad económica, que se arrastraba, desde inicios del siglo xix. La independencia encontró a la economía peruana en un largo ciclo recesivo que habría comenzado en 1794, debido a la baja producción de plata. En un régimen de tipo de cambio fijo, esto equivalió a una menor dinámica de la oferta monetaria, lo que deprimió la economía y, con ello, las importaciones y la recaudación, lo que retroalimentó el estancamiento.

			Según los datos de Seminario4 (2015), este proceso se agudizó desde 1807 y fue sucedido por años de lenta caída productiva, que se deterioró incluso más en los años de la independencia. Medido en «dólares internacionales» (igual poder de paridad de compra o Geary-Khamis), entre 1807 y 1820 la actividad económica habría caído cerca de un 14,5 %, mientras que, en 1826, tras las batallas de la independencia, la economía era un 21,9 % más pequeña que en 1820. En total, entre 1807 y 1826, la economía habría caído cerca del 33,2 %.

			La situación del país cambió con la prosperidad generada por la llamada era del guano. Tomó setenta y seis años volver a tener, los niveles de PBI per cápita de 1794. Con estos ingresos no previstos, se pudo consolidar el Estado peruano: pagar parte de la deuda externa e interna, mejorar la infraestructura, eliminar el impuesto indígena y liberar a los esclavos.

			Sin duda, la bonanza del guano no fue falaz5. Las finanzas públicas mejoraron al inicio, lo que permitió una mayor inversión pública e implementar políticas que hoy se llamarían «progresivas» y «progresistas», como la abolición de la esclavitud y la eliminación del impuesto a los indígenas. Sin embargo, en el último tramo del boom guanero se adelantaron los recursos y el Estado terminó endeudado, mientras que las explotaciones posteriores se vieron comprometidas con el servicio de la deuda por la guerra del Salitre, que enfrentó a Chile con la alianza Perú-Bolivia.

			Este conflicto, conocido después como la guerra del Pacífico, desencadenó la peor crisis económica de la era republicana: destrucción de infraestructura, pérdida de vidas y de territorios ricos en recursos naturales. Según cálculos de Seminario (2015)6, la guerra del Salitre de 1879-1884 nos volvió a alejar de la senda de crecimiento previa. Nuevamente, tardamos muchos años, esta vez treinta y dos, en recuperar el PBI per cápita: recién en 1910 volvimos a alcanzar los niveles obtenidos en 18787.

			Dicha situación se enlazó con la reconstrucción nacional posterior a la guerra y el nacimiento de la denominada República Aristocrática a fines del siglo xix: un período de predominio civil y relativa prosperidad que terminó con el Gobierno más largo de la República, el Oncenio de Leguía (1919-1930). Fue el segundo mandato del hombre de negocios lambayecano, que ya había sido presidente entre 1908 y 1912. Hasta hoy, con quince años de mandato, Leguía es la persona que más tiempo ha gobernado el Perú.

			Durante el periodo posterior a la guerra con Chile, de 1895 a 1930, se produjo lo que ahora podríamos llamar una ola de reformas económicas estructurales y de Gobiernos democráticos civiles, salvo por Leguía. Esta etapa de desarrollo exportador también fue impulsada por el avance del capitalismo mundial en las décadas previas a la Gran Depresión de 19298. Durante esos años, la economía peruana siguió creciendo y generando nuevos empleos. Los trabajadores pronto buscarían representación política, demanda que se satisfizo con la formación de los primeros partidos de masas: el APRA, la Unión Revolucionaria (UR) y, en menor medida, el Partido Comunista. Los partidos fueron reprimidos por la alianza entre la derecha y los militares durante casi todo el segundo tercio del siglo xx.9

			Aquí nuevamente aparece la relación entre el poder político y las reformas económicas. Y, viceversa, el desempeño de la economía (fuerte crisis a inicios de los años treinta) y la caída de Leguía y las crisis políticas de esos años. Luego, las siguientes décadas estuvieron conformadas por algunos años democráticos interrumpidos por Gobiernos militares. Tanto el segundo Gobierno del general Benavides (1933-1939) como el llamado Ochenio del general Odría (1948-1956) fueron sucedidos —con su beneplácito— por los respectivos Gobiernos de seis años de Manuel Prado Ugarteche (1939-1945 y 1956-1962).

			Tras la Segunda Guerra Mundial, ya en la segunda mitad del siglo pasado, la economía peruana volvió a tener un ciclo exportador importante, pero llegó a su fin por malas políticas macroeconómicas (fiscales y cambiarias)10 y por el inicio forzado de una industrialización por sustitución de importaciones. De esta manera, durante gran parte del siglo xx, nuestra política económica fue —en general— de mercado, con obras públicas y mejoras en los servicios públicos de salud y de educación, y con ciclos económicos provocados por choques externos, como las guerras mundiales y las crisis del petróleo. Sin embargo, los avances en inclusión social e igualdad de oportunidades siempre quedaron cortos para las grandes mayorías nacionales que, en buena parte, estaban excluidas de la política, hasta el Gobierno Revolucionario de las Fuerzas Armadas (GRFA), que representó un quiebre mayor en la política, la sociedad y la economía peruana.

			La representación política y su impacto económico

			Resulta difícil hablar de un auténtico desarrollo como país, que, por lo general, se asocia con lo económico, si este no viene acompañado por inclusión social y democratización de la política. En el caso de nuestros poco más de doscientos años de República, el voto universal recién se aprobó en 1979, luego de la dictadura de Velasco y Morales Bermúdez, tras casi ochenta y cinco años de exclusión de los analfabetos y, como veremos en las siguientes líneas, de aún más décadas de un sistema de votación indirecto a viva voz que no permitía ejercer una ciudadanía plena. Es decir, solo en los últimos cuarenta y seis años, entre 1980 y 2026, todos los peruanos hemos podido votar. No se puede hablar de un real desarrollo, o siquiera de avance en estas condiciones sociales y políticas.

			En los primeros años de la República, los electores eran los ciudadanos varones, incluidos los indígenas. Salvo unas primeras elecciones directas, las posteriores fueron indirectas, siguiendo el modelo de las Cortes de Cádiz (1810-1814). En este sistema, las elecciones no eran un solo acto, sino un proceso. El voto era a viva voz, no secreto. Ello, en principio, reprimía al elector por la presión de los poderosos de cada localidad. Si bien se filtraba la voluntad popular, significó un avance: el poder quedaba, de alguna manera, «legitimado» por las mayorías. La Iglesia, por su parte, tenía un rol importante. Algunos sacerdotes eran miembros prominentes del Congreso11. Los militares en actividad también podían ser candidatos. Los analfabetos podían votar, pero el sistema convivía con mesas paralelas, lo que generaba batallas por su control y por el de las urnas.

			Podríamos decir, pues, que en el Perú los derechos civiles se instalaron antes que los derechos políticos. Los procesos eran largos y se desataban miniguerras civiles que paralizaban las principales ciudades del país. Los golpes de Estado eran legitimados por los Parlamentos. Siempre se trataba de guardar las formas «democráticas». Los caudillos mismos buscaban legitimarse ante la población, mostrándose como auténticos representantes de la nación. Luego, un quiebre se produjo con la aparición del Partido Civil y su triunfo en 1872, con Manuel Pardo y Lavalle, casi cincuenta años después de las batallas de Junín y Ayacucho. Las élites civiles se impusieron a los militares12.

			Lo que podríamos llamar el sistema electoral del siglo xix cambió en 1896 con una gran reforma. Se mejoraron los registros electorales y se instauró el voto directo, pero este se restringió únicamente a quienes sabían leer y escribir. Desde 1896, los senadores empezaron a elegirse por provincias, sin que el número de habitantes de cada una resultara decisivo. Así, aquel año se les quitó el voto (indirecto) a las grandes mayorías: a inicios del siglo xx votaban en el Perú menos ciudadanos que en el siglo xix. En la llamada República Aristocrática, solo el 2 % de la población podía votar.

			En 1919, Leguía dio un golpe de Estado con el apoyo de los militares, algo que Fujimori repetiría setenta y tres años después. Aquello terminó por destruir el Partido Civil, y luego Leguía fue derrocado por Sánchez Cerro en 1930. Para este momento, el porcentaje de la población votante alcanzaba el 7 %. En los años sesenta, los avances en la educación pública aumentaron el número de votantes, incluidas las mujeres, cuyo derecho al voto fue alcanzado en 1956, aunque solo para las que sabían leer y escribir.13

			Tras la Segunda Guerra Mundial, soplaron vientos democráticos en Occidente. En el Perú triunfó José Luis Bustamante y Rivero en 1945, pero tras un mal contexto externo, un mal manejo económico y crisis políticas, sufrió un golpe de Estado por parte del general Odría. A inicios de los sesenta, se dieron elecciones libres y reñidas, pero al no alcanzar la mayoría, Congreso debió elegir al presidente. Ocurrió nuevamente un golpe de Estado, esta vez por una Junta Militar liderada por Ricardo Pérez Godoy en 1962. Luego, vendría el triunfo de Fernando Belaunde y, nuevamente, un golpe militar, el de Juan Velasco.

			Así, los lentos avances en materia de igualdad de oportunidades dentro de una democracia restringida fueron generando espacios para la libre manifestación de las posturas políticas de la ciudadanía, incluyendo algunas más radicales en los años sesenta, acentuadas tras la Revolución cubana. Sin embargo, estas políticas de inclusión política y social finalmente no provinieron de los partidos políticos vigentes, sino de los propios militares, que gobernaron el país durante doce años (1968-1980)14.

			Así transcurrió políticamente el siglo xx, en medio de un proceso de urbanización y de lenta democratización de la sociedad. Solo tras el GRFA, en 1980, con el regreso de la democracia, se implementó un verdadero sufragio directo y universal. Con el voto obligatorio, se produjo una ciudadanía política a la fuerza. Diez años después, en 1990, con el triunfo del outsider Fujimori, sobrevino la crisis de los partidos tradicionales15 y, en 1995, estos terminaron colapsando.

			Al llegar al siglo xxi, se pasó sostenidamente a un sistema de partidos aglutinados alrededor de un candidato, o, más precisamente, de candidatos que creaban un partido de ocasión para llegar al poder, como Alejandro Toledo, Ollanta Humala y Pedro Pablo Kuczynski, quienes no dejaron un sucesor para poder volver a candidatear en las siguientes elecciones, como sucedió en el caso de los dos primeros. Finalmente, tras las crisis políticas del período 2016-2026, con ocho presidentes en diez años, pasamos al sistema actual de «partidos sin candidatos y candidatos sin partido», lo que se ha manifestado con las inscripciones formales de las candidaturas presidenciales.

			En este contexto es que asistimos a las elecciones de 2026. Según la Constitución, los ciudadanos son iguales ante la ley y tienen derechos políticos. Sin embargo, su realidad económica es muy heterogénea. Actualmente, el 30 % de los votantes no tiene estudios de secundaria completos y, según la Encuesta Nacional de Hogares (Enaho) 2024, el ingreso promedio urbano fue de S/1600 mensuales. Nuestras clases medias solo alcanzan cerca del 40 % mientras que el 60 % de los ciudadanos votantes en 2024 vive en condiciones de pobreza o de vulnerabilidad económica. De reducirse esta situación, se podría ejercer una ciudadanía más libre y plena. Lo único que conduce al desarrollo económico y social en el mundo es la mejora de la productividad y la educación, como veremos en el análisis del tramo final del siglo xx y de principios del xxi. El resultado, además de mayor bienestar, es el ensanchamiento de las clases medias y un fortalecimiento de la democracia.

			La «década perdida» y el crecimiento insuficiente del siglo xxi

			Entre los militarismos del siglo xx, es decir, entre los generales Benavides y Odría y el general Velasco, hubo un cambio de paradigma en nuestras Fuerzas Armadas que tuvo un directo impacto en las políticas económicas nacionales. Los últimos militares en el poder dejaron atrás la postura de derecha que mostraron con Benavides y Odría, profundizaron el sistema desarrollista de Belaunde (1963-1968), instauraron lo que podríamos llamar un capitalismo de Estado y exacerbaron las crisis macroeconómicas. Nuevamente, la ideología económica y la política, interactuando indefectiblemente entre sí.

			Lamentablemente, tras el GRFA, y ya con el voto universal instaurado, los Gobiernos democráticos que siguieron en los años ochenta no desmontaron ese sistema económico y sufrimos lo que hoy se denomina la «década perdida». En 1985, Alan García Pérez asumió la presidencia e inauguró el primer gobierno aprista, algo que Víctor Raúl Haya de la Torre —fundador histórico y líder del APRA— nunca llegó a encabezar. Bajo su mandato, la crisis económica alcanzó una gravedad inédita solo vista en la guerra con Chile.

			Paradójicamente, una democracia con un sistema de partidos relativamente fuertes (frente a con los actuales y a los de las primeras décadas republicanas) no produjo buenas políticas económicas, lo que ilustra el daño que pueden causar doctrinas económicas alejadas de la evidencia. Por si fuera poco, en esa década también irrumpió el terrorismo, Sendero Luminoso y del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA)16.

			En ese contexto, el modelo económico vigente desde el primer Gobierno de Belaunde, llevado a extremos de intervencionismo estatal con los militares y con los dos Gobiernos democráticos posteriores —el segundo de Belaunde y el primero de García—, se cambió drásticamente en 1993, durante el primer mandato de Alberto Fujimori, tras el autogolpe del 5 de abril de 1992. Un dato sobre el desempeño económico previo es claro: entre 1987 y 1992 se produjo una caída del 22,2 % en la actividad económica.

			Así, el actual sistema económico contenido en la nueva carta magna, es el de una economía de mercado y de un rol estatal en educación, salud e infraestructura, además de las típicas funciones de los Estados modernos. Con la nueva Constitución de 199317, la economía volvió a florecer y recuperó el terreno perdido18. Tomó treinta años volver a alcanzar, en 2005, los niveles de PBI per cápita de 1975, aunque en los últimos diez años la economía desaceleró su ritmo de crecimiento, junto con las crisis políticas de este último período.

			Tras diez años de fujimorato, los primeros tres Gobiernos democráticos de este siglo, entre 2001 y 2016, siguieron básicamente el mismo modelo económico. La etapa de mayor turbulencia política desde la caída de Fujimori se vivió entre marzo de 2018 y diciembre de 2022/febrero de 2023, y aún se experimenta de algún modo luego de la caída de Dina Boluarte, la caída de José Jerí y el ascenso de José María Balcázar, estos dos últimos como encargados de la Presidencia. En este corto período, el Perú ha tenido ocho presidentes y sufrido, entre otras crisis, los embates de la pandemia de la COVID-19 y un intenso fenómeno de El Niño en 2023.

			Luego de que la economía peruana duplicara su tamaño entre 2004 y 2014, desde 2015 empezó a crecer tan solo alrededor de un 2,5 % anual. Esto fue un reflejo de las crisis políticas, con más conflictos que cooperación entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo, la degradación del servicio público, retrocesos en algunas reformas y un claro debilitamiento del Estado de derecho. Todo esto también en medio de un nuevo ciclo de precios de las materias primas exportadas. Además, como mantra, volvió a aparecer un fenómeno que ha estado presente en las diversas crisis de muchos de los Gobiernos democráticos del siglo xx: la pérdida de mayorías en el Congreso.

			En la actualidad, el país no cuenta con un sistema de partidos fuertes. Lo tuvo, de alguna manera, durante los años ochenta, pero los Gobiernos siguieron políticas económicas heredadas del golpe militar, de lo que se concluye que un sistema de partidos relativamente sólidos no es suficiente para tener buenas políticas públicas. Estas últimas tampoco pueden sostenerse con sistemas políticos débiles, como el Perú viene constatando dolorosamente desde 2016.

			Se puede decir que, tras más de doscientos años de existencia republicana, nuestra nación todavía no se encuentra cohesionada y que, luego de severas crisis económicas y políticas, no ha sido capaz de alinear objetivos y esfuerzos colectivos para alcanzar el desarrollo económico y social.19 En el sentido de los Premios Nobel de Economía de 2024, Acemoğlu y Robinson, aún no hemos logrado construir instituciones políticas y económicas inclusivas que permitan la creación de riqueza y la igualdad de oportunidades para las grandes mayorías.
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